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I. ACERCAMIENTO DESDE ASTURIAS
Los asturianos podemos sentir, sin duda, el orgullo de haber conta-

do con paisanos de otras épocas que han sido vitales en la transforma-
ción del país, tanto desde el punto de vista de los derechos reconocidos 
y de las instituciones establecidas, como del pensamiento poco a poco 
inculcado en la sociedad, muchas veces renuente a los cambios o, por el 
contrario, tendente a giros bruscos o revolucionarios.  

Los profesores Francisco Sosa Wagner -mi maestro - y Mercedes 
Fuertes, acaban de sacar a la luz el segundo tomo de los “Clásicos del De-
recho Público”, cuyo primer volumen se editó hace justamente dos años. 
La primera entrega, ambiciosa como todos sus estudios sobre la evolución 
histórica del pensamiento jurídico, abarcó a los maestros franceses, ger-
mano-vieneses e italianos, de los que en España nos hemos servido varias 
generaciones de juristas dedicados al derecho constitucional o administra-
tivo, pero de los que desconocíamos muchas facetas de sus vidas y obra.  

Este segundo volumen, como advierten sus autores, desde el punto 
de vista geográfico, nos queda aún más cerca en sus contenidos y en-
señanzas, porque está dedicado a España y, lo que es más infrecuente 
desde estas latitudes, a los países hispanoamericanos. Y temporalmente, 
abarca el período comprendido entre las Cortes de Cádiz y los primeros 
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años del siglo XX. En lo académico, pero también político, la obra termi-
na con la figura de Vicente Santamaría de Paredes, a cuya muerte la pre-
eminencia del Derecho público le corresponderá a nuestro paisano Adolfo 
Posada, brillantemente estudiado por el propio Sosa Wagner.  

El relato se instala en Cádiz donde, tras muchos discursos, se per-
filaron los conceptos del Derecho público que van a quedar pensados y 
repensados -triturados dirán los autores- a lo largo de toda la centuria. 

II. DE LAS CORTES DE CÁDIZ AL CAMBIO DE SIGLO
Con lo que Sosa y Fuertes llaman las tribulaciones de Cádiz en la 

pluma de los heraldos, nos encontramos con personajes asturianos de 
talla nacional e incluso europea. La relación, cómo no, se inicia, en el 
fundamental capítulo denominado “Las tribulaciones de Cádiz en la plu-
ma de sus heraldos”, con Jovellanos, Martínez Marina, Agustín de Argüe-
lles y el Conde de Toreno. Un gijonés, dos ovetenses y un riosellano que, 
desde la historia, a veces profunda, de las instituciones patrias, iniciaron 
el alumbramiento de un sistema político con diversos enfoques. Pero algo 
nuevo, en todo caso. Y, por cierto, en la saga de pensadores españoles 
y del otro hemisferio, el cierre evolutivo acaba en el “contemporizador” y 
poderoso Posada Herrera; llanisco del que nada le es desconocido a Sosa 
Wagner. La obra de estos autores, tan amplia y que en este caso abarca el 
periodo comprendido entre las Cortes de Cádiz y los inicios del siglo XX, 
que en España termina con la figura de Vicente Santamaría de Paredes y 
desembocará en la obra gigantesca de Adolfo Posada a quien el profesor 
Sosa Wagner ha estudiado con rigor y diversas perspectivas históricas, 
jurídicas y sociales, no es solo un tributo y reconocimiento al pasado el 
que provenimos en nuestra cultura legal sino también una manifestación 
que se vuelve tangible en las mismas páginas de este libro, de la pervi-
vencia de construcciones y análisis que, contra lo que pueda deducirse 
de los trabajos de neófitos que creen haber descubierto el Mediterráneo, 
llevan elaboradas y formulados más de un siglo y son pilares sólidos que 
no deben ser soslayados si no queremos que, como en el símil evangélico, 
las construcciones sobre arena se vengan abajo a la menor riada.

Los profesores Sosa y Fuertes, aluden al comienzo de este volumen 
de que el lector experto que a buen seguro es minoritario se encontrará 
en la época en la que aparecen estos protagonistas con nombres conoci-
dos pero a los que ahora en esta obra se les aporta un encuadre singular 
derivado de las circunstancias y peripecias vitales y del contexto históri-
co en el que vivieron o debieron vivir y que tienen una traducción lógica 
aunque a alguno le resulte lejana en el contenido y visión de las obras 
que aportaron a la literatura específica. 

Los autores como han utilizado los mejores biógrafos conocidos, se 
han valido en buena medida de los textos directos de los personajes que 
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han construido nuestra historia política, sin citas manidas, otrora de se-
gunda mano o simplemente ausentes en otras obras generalistas, y ahí 
aparece ya una recriminación moral inicial a los juristas embelesados 
con obras como Los Papeles federalistas de Hamilton, Madison y Jay, 
pero sin haberse detenido en el Discurso Preliminar de la Constitución de 
Cádiz, obra en buena medida de Agustín de Argüelles.

Sosa Wagner y Fuertes dedican una primera mirada al antiguo régi-
men, calificado ya de exangüe y personalizado en la obra de Don Ramón 
Lázaro de Dou y Bassols de quien los autores con sus amplios conoci-
mientos literarios, recuerdan que en un episodio nacional Pérez Galdós 
le llamó “vejete verde”. Sus “Instituciones de Derecho Público general...” 
son, a juicio expresivo de los autores, “un mausoleo dedicado a un mundo 
que naufragaba entre mitos caducos y andamios desvencijados”, por más 
que Dou intuya la llegada de una época nueva a la que quiere asomarse 
para captar los futuros senderos. En los textos seleccionados encontra-
mos reflexiones sobre el arbitrio que deben dejar las leyes a los jueces, 
donde dice que, “por una parte parece conveniente que el magistrado no 
tenga arbitrio alguno y que para la cuestión de hecho esté ceñido a la ley 
que tenga ya para aquel caso determinado el Derecho... Por otra parte, 
cuanto mayor es el número de las leyes tanto mayor suele ser el de los 
pleitos...” Y ya, con la Constitución de Cádiz promulgada escribirá que la 
división de poderes es una de las leyes que más sabiamente ha estableci-
do vuestra Majestad más esto mismo exige que lo que corresponde a uno 
de los tres de ningún modo se atribuya ya al otro porque de este modo no 
habría dimisión sino acumulación de poderes...” Y no ignora la posible 
intromisión del Sumo Pontífice que por la distancia podría ignorar las le-
yes y costumbres de nuestro país olvidándose de algunos de los capítulos 
del Concordato que tiene hecho con nuestra nación.

Como ya se ha dicho ocupan en el segundo ordinal del capítulo pri-
mero, un protagonismo esencial las llamadas tripulaciones de Cádiz en 
la pluma de sus heraldos donde aparecen los citados Jovellanos Martínez 
Marina Argüelles y el conde de Toreno a partir de la historia de las ins-
tituciones como un pretexto y de la arquitectura de un sistema político 
como texto en una brillante comparación o superposición. De la amplia 
selección de textos, Permítaseme reproducir estas palabras de un discur-
so de 1811 del Conde de Toreno sobre la soberanía nacional y el poder 
constituyente donde se pregunta ¿qué es la nación? y dice: “la reunión 
de todos los españoles de ambos hemisferios Y estos hombres llamados 
españoles ¿para qué están reunidos en sociedad? Están reunidos como 
todos los hombres en las demás sociedades para su conservación y feli-
cidades. ¿Y cómo vivirán seguros y felices? Siendo dueños de su volun-
tad, conservando siempre el derecho de establecer lo que juzguen útil y 
conveniente al procomunal. ¿Y pueden por ventura ceder o enajenar este 
derecho? No, porque entonces cedería su felicidad, enajenarían su exis-
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tencia, mudarían su forma, lo que no es posible no está en su mano. Este 
derecho, como todos, se deriva de su propia naturaleza...”

Este capítulo primero dedicado a España y los creadores nacionales 
del pensamiento jurídico de la época, aborda ineludiblemente lo que los 
autores llaman -y analizan brillantemente - cabalgata de constituciones, 
dado el número de leyes fundamentales aprobadas durante el siglo XIX, 
desde muy distintas concepciones más o menos liberales o deliberada-
mente reaccionarias. Todo ello influye por ser el contexto en el que se 
mueven personalidades para nada ajenas a la gobernación del país o a 
su oposición a la misma, a evidenciar una serie de preocupaciones ceñi-
das a la situación de cada momento en la sociedad y en las instituciones. 
Aquí aparece el “alimento de la soberanía nacional”, las “medicinas del 
moderantismo y el utilitarismo”, el “placebo del justo medio” y la cirugía 
del “hombre providencial”. De los textos seleccionados de Salas, López, 
Donoso Cortés, Alcalá Galiano o Pacheco, no me resisto a reproducir, de 
sus Lecciones de Derecho Público Constitucional, fechadas en 1821-el 
año no es cuestión baladí -, unas líneas escritas por don Ramón de Salas, 
donde se dice que “los españoles, con las mejores disposiciones para las 
ciencias, hemos vivido en la ignorancia de las verdades que más impor-
tan al género humano: ¿Y cómo podíamos saberlas cuando no solamente 
no se nos enseñaban sino que se nos privaba con el mayor cuidado de 
todos los medios de adquirirlas? La Policía Civil y la policía religiosa en 
nada se ocupaban con más celo que mantenernos en aquella estupidez, 
que es el único apoyo de la obediencia pasiva; y a pesar de esta vigilancia, 
de este cuidado en cerrar todos los pasos a la luz, se escapaba algún rayo 
de ella y penetraba hasta un ciudadano menos preocupado que los otros, 
desgraciado de él si trataba de propagarla. Los calabozos del Estado y de 
la Iglesia hacían pronta y se verá justicia del insolente que se atrevía a 
razonar...”

A los fundadores de la Administración moderna, Sosa y Fuertes los 
califican de contorsionistas de la política adjetivando de avasallador a 
Javier de Burgos; de contemporizador e insolente a don José Posada He-
rrera, amén de otros minuciosos y distinguidos observadores. Se ilustra 
esta sección con un extracto de textos básicos de Oliván, Burgos, Silvela, 
Sáenz de Andino, Ortiz de Zúñiga, Gómez de la Serna o Posada Herrera, 
del que el profesor Sosa Wagner es el mejor conocedor y mayor especia-
lista. Ortiz de Zúñiga, como curiosidad que me resulta particularmente 
cercana por haber utilizado en muchas ocasiones el diccionario razonado 
de don Joaquín Escriche, da por enteramente buena la idea general de 
la Administración (y del Derecho Administrativo) de dicho autor, enten-
diendo que “es la parte de autoridad pública que cuida de las personas 
y bienes en sus relaciones con el Estado haciéndolos concurrir al bien 
común y ejecutando las leyes de interés general”... pero añadiendo que 
tan importante e inmensa como la administración es la ciencia que re-
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vela sus principios y teorías. Y el Derecho Administrativo “tiene por ob-
jeto las doctrinas que emanan de las leyes y disposiciones relativas a la 
Administración, a la manera que el derecho civil se ocupa de las leyes y 
disposiciones civiles. La diferencia entre uno y otro es muy notable, como 
diversas son las materias que les sirven de objeto: el derecho adminis-
trativo atiende a conciliar los intereses locales con el interés general y 
los derechos de la comunidad con los de cada parte e individuo del todo 
social y no se ocupa de las personas sino en cuanto ellas son miembros 
de una comunidad más o menos extensa”.

Con autores bien conocidos como Colmeiro o Santamaría de Paredes 
entienden Sosa Wagner y Fuertes que el Derecho Administrativo ha atra-
pado a la Administración y nace como lo que, con el tiempo, se denomi-
nará un ordenamiento propio; pero también se vislumbra un “remedo de 
letárgico Estado de Derecho”. De las ideas de la administración de Javier 
de Burgos publicadas en 1841, cito estas breves palabras: “La Adminis-
tración es la más variada, la más vasta y la más útil de todas las ciencias 
morales. Ella preside el movimiento de la máquina social, precipita o mo-
dera su acción, arregla o modera su mecanismo y protege así y conserva 
o mejora todos los intereses públicos”.

En varios pasajes de este libro se hace mención a la importancia en 
la creación del derecho público de las cátedras inicialmente conjuntas 
de derecho político y administrativo. De ahí que este primer capítulo se 
cierre con la crítica fundada y que muchos compartimos de la separa-
ción. Permítaseme una reflexión final, ilustrativa de lo difícil de construir 
una monografía omnicomprensiva de ciencia y vivencias de Posada. En 
el segundo volumen de sus Clásicos del Derecho Público, Francisco Sosa 
Wagner y Mercedes Fuertes, dedican el punto sexto de su primer capítulo 
a las cátedras de Derecho Político (Constitucional) y Administrativo en 
los planes de estudios y concretamente, al final de esta explicación, a lo 
que denominan la frivolidad de un ministro: Antonio García Alix. De él, 
autor de la segregación de disciplinas, el 2 de agosto del año 1900, dirán 
qué tal ocurrencia se debió a quien era “un funcionario del cuerpo jurí-
dico militar, ministro a la sazón de un gobierno de Francisco Silvela, que 
ejercía el liderazgo del Partido Conservador, tras el asesinato de Cánovas 
del Castillo. Duró poco con la poltrona, un año mal contado, pero dejó un 
estropicio que ha tenido consecuencias desafortunadas en la formación 
de los iuspublicistas españoles. Los administrativistas no se han visto 
obligados a avituallarse con el alimento de un aprendizaje sólido acerca 
de los fundamentos constitucionales y políticos, y los estudiosos del de-
recho Político o Constitucional no han sentido la obligación de conocer 
al menos una parte -siquiera simbólica- de la legislación administrativa 
especial, lo que hubiera ampliado su horizonte y les hubiera acercado a 
algunas prácticas concretas del funcionamiento de ese artefacto objeto 
de sus preocupaciones que ha sido siempre y sigue siendo el Estado (lo 
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contrario ocurrió en Alemania). Un contemporáneo, José Gascón y Marín 
a quien le afectó de manera muy personal, se opuso levemente a esta di-
visión de las cátedras y, con su habitual estilo, dijo que era “discutible” y 
a la vez “plausible”…”

En el caso de los estudios sobre Adolfo Posada, esta sentencia se eje-
cuta a modo de paradigma. Constitucionalistas, administrativistas, pero 
también sociólogos, laboralistas e historiadores de distintas áreas, hemos 
escrito desde hace casi un siglo sobre el maestro ovetense, encontrando 
en no pocas aportaciones, lagunas ya cubiertas por otros especialistas. 
Particularmente, siendo un tema menor, he visto, tras publicar en foros 
solventes mi estudio sobre Juan Santiago Portero, cómo algún autor, 
prestigioso, seguía preguntándose, años después, quién sería el olvidado 
maestro de don Adolfo.

III. PROXIMIDAD Y CREATIVIDAD DE LOS AUTORES HISPANOAME-
RICANOS

El segundo capítulo lleva por título “Hispanoamérica” y comienza 
con las voces que se escucharon en Cádiz y otras que resonaban en el 
nuevo continente. Destacan Sosa y Fuertes que el pensamiento ilustrado 
se extendía con viveza porque había fructificado de forma sobresaliente la 
doctrina sembrada por la escuela de Salamanca y que se había multipli-
cado por diversos centros educativos. Se nos recuerda que en las Cortes 
intervinieron representantes de Perú, Cuba, Puerto Rico, Santo Domingo, 
la Capitanía de Guatemala (que reunía a Chiapas, Costa Rica, Guatema-
la, Honduras, Nicaragua y San Salvador, así como el virreinato de Nueva 
España). Eso sí desde la limitación, trocada en queja, de la enorme des-
proporción de representantes entre ultramar y la península que ya fue 
denunciado en 1809 en el memorial de agravios de José Camilo Torres 
desde Bogotá. 

La obra que se reseña relata documentadamente y con gran rigor 
histórico y alta calidad literaria la situación de los actuales países de 
cultura hispánica durante los años inmediatos a la invasión napoleóni-
ca, a las supuestas lealtades y deslealtades de Fernando VII a la división 
política que existía en la península y a la concreción de un pensamiento 
propio o tal vez adaptado al otro lado del Atlántico. Puede decirse sin te-
mor a la hipérbole que estamos ante un excepcional capítulo en una obra 
de verdadera relevancia en la bibliografía de ese momento. 

Los autores dedican reflexiones y citas a Andrés Bello al que consi-
deran uno de los más sobresalientes humanistas del siglo XIX. Destacan 
su rica formación en las obras y lenguas clásicas, el haberse enriquecido 
en las expediciones en las que acompañó a Alexander von Humboldt o 
su participación ya en la Junta Suprema conservadora de los derechos 
de Fernando VII hasta 1810, cuando viaja a Londres como representante 
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diplomático con el fin de conseguir apoyo británico a la independencia de 
Venezuela; misión que en ese momento fracasó pues el gobierno británico 
apoyaba entonces a España contra la Francia napoleónica invasora. No 
soslayan los autores de esta obra que Andrés Bello amparaba la lengua 
común que consideraba una ventaja extraordinaria a fin de evitar la con-
fusión de idiomas dialectos y jerigonzas; el caos babilónico de la Edad 
Media y el perder con tal fragmentación localista, de esta manera uno de 
los vínculos más poderosos de fraternidad y más preciados instrumentos 
de correspondencia y comercio. No en balde fue nombrado académico 
honorífico de la Real Academia Española. 

Otra personalidad señera es Juan Germán Roscio también prócer de 
la independencia venezolana hasta el punto de que, tras estar en Filadel-
fia, donde publica su gran obra triunfo de la libertad sobre el despotismo 
regresó en 1818 a Venezuela para apoyar a Simón Bolívar en las guerras 
de independencia e interviniendo más tarde en el Congreso de Angostura 
que culminó con la creación de la Gran Colombia. 

No se olvidan Sosa Wagner y Mercedes Fuertes de la creación en 
Cuba en 1820, de cátedras para explicar la Constitución de Cádiz tanto 
en el seminario San Carlos como la Universidad de La Habana y aquí 
sitúan al frente de lo que podría llamarse una cátedra de constitucio-
nalismo al seleccionado, que fue Félix Varela, sacerdote que tuvo una 
influencia esencial en la formación humanista y en la forja de la propia 
nación cubana así como, dado su carácter oficial de docente, en la in-
troducción del Derecho Constitucional como disciplina. En las Cortes 
españolas desarrolló una frenética actividad presentando proyectos rela-
cionados con las necesidades de las provincias de ultramar y también, lo 
que no es cuestión baladí, redactó una Memoria con el fin de extinguir la 
esclavitud. Todo ello sucedió durante el bienio liberal, pero al restaurarse 
el régimen absolutista se le condenó a muerte debiendo huir a los Esta-
dos Unidos donde, junto a su actividad pastoral, publicó artículos, pero 
también poemas. Las decisiones del Rey felón llegaron también al Caribe 
y esas avanzadas cátedras de Cuba se suprimieron en 1823 tras disolver-
se las Cortes y abolirse la Constitución dando paso a la década ominosa. 

Este segundo volumen de los Clásicos del Derecho Público analiza 
en este segundo capítulo, la primera mención a las ciencias administra-
tivas y los recelos hacia estos estudios entre 1821 y 1826, situándonos 
nuevamente en la Gran Colombia y bajo los influjos o el embrión gesta-
do por Juan Germán Roscio. Aquí aparece la figura impulsora de estas 
disposiciones y reformas de Francisco de Paula Santander, a quien se 
apodaba justamente como el hombre de las leyes y que fue vicepresidente 
de la Gran Colombia nombrado por el propio Simón Bolívar, quien, tras 
la conjura de septiembre de 1828 contra el mismo, Santander fue conde-
nado a muerte y luego desterrado. Enriquece su formación por diversos 
países europeos teniendo contactos con Humboldt o Bentham y tras la 



Leopoldo Tolivar Alas

1262

disolución en 1830 de lo que fuera el proyecto idílico de la Gran Colombia 
regresó a Bogotá, falleciendo en 1840 tras una extensa actividad política, 
incluida la presidencia de la Nueva Granada en 1832. Se nos da cuenta 
en la obra de las dudas existentes sobre el restablecimiento de las cáte-
dras de lo que hoy llamaríamos Derecho constitucional o público en ge-
neral. Tal parece que el propio Bolívar las había restablecido siempre que 
en estos estudios estuvieran prohibidas la referencias a Bentham.

Cerbeleón Pinzón es autor de un Tratado de Derecho Constitucional 
en 1839, escrito desde sus responsabilidades en la Universidad Central 
de Bogotá y más tarde recopiló unos llamados Juicios a la Constitución y a 
diferencia de los Principios de Bonnin, que era la obra que se recomenda-
ba desde la delimitación de los estudios de ciencia de la Administración, 
Pinzón se preocupó de subrayar los deberes morales y los criterios de 
política que habían de seguir gobernantes y funcionarios. Sosa y Fuertes 
escriben que este autor admite que los gobernantes debían atender a los 
sentimientos que la naturaleza hondamente ha arraigado en el corazón, 
aunque no debían ceder a estos sentimientos hasta el extremo de sacri-
ficarles el interés del servicio público con menoscabo de su delicadeza y 
decoro.

Vinculado a Francisco de Paula Santander se encuentra Florentino 
González, entre otras facetas traductor de obras de Derecho público y Fi-
losofía política, quien ocupó cargos de responsabilidad en diversos minis-
terios colombianos, además de representaciones diplomáticas en Fran-
cia, Gran Bretaña, Perú o Chile. Fue secretario de Hacienda y redujo las 
trabas al libre comercio provocando notables protestas y conflictos desde 
el sector proteccionista, frente a lo que se defendió con la publicación, en 
1848, de un texto dedicado a la imparcialidad y a la justicia. Florentino 
González puede decirse fue el primer catedrático de Derecho Constitu-
cional de la Universidad de Buenos Aires y de sus clases surgieron unas 
Lecciones Derecho Constitucional, en 1869, de las que se hicieron su-
cesivas ediciones que se difundieron por universidades y bibliotecas de 
toda América y diversos países europeos. Y sin salir de Argentina se cita 
en esta obra a Juan Bautista Alberdi el padre intelectual, en gran me-
dida, de la Constitución de 1853. Unos años antes y preparando justa-
mente su acceso a la cátedra publica sus trabajos sobre la Magistratura 
y sus atribuciones en Chile o incluso un Manual de legislación de prensa 
en Chile. Fue sucedido por José Manuel Estrada, quien había recibido 
una sólida formación humanística que se observa en tempranos textos de 
prensa, donde por ejemplo aboga ya por la incorporación de Buenos Aires 
a la Confederación Argentina escribiendo textualmente que “tiempo es ya 
de abandonar las mezquinas teorías del provincialismo... las tradiciones, 
todas nos son comunes... el que es amigo o enemigo de Buenos Aires lo 
es de toda la República... Divididos nada importamos, somos una farsa 
de República por más que Buenos Aires avance en el glorioso camino del 
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progreso mientras todas las provincias de la nación no avancen a la par, 
el extranjero solo verá en nosotros un mal plantel de sociedad. Buenos 
Aires se debe a sus hermanas como estas a ella”.

Estos Clásicos del Derecho Público se cierran con la referencia a 
autores que insistieron en la necesidad de conocer la ciencia y el Derecho 
Administrativo para alcanzar el don del gobierno y defender los dere-
chos individuales con una exquisita selección de textos de autores como 
mulares Rosa, Castillo Velasco, Letelier Madariaga, Herrera y otros. De 
Valentín Letelier Madariaga no me resisto a reproducir unas líneas de la 
seleccionadas en este libro, atinentes a la enseñanza del Derecho admi-
nistrativo todavía hoy considerado una materia árida por parte del alum-
nado al no ver la inmediata incidencia que su conocimiento tiene en el 
actuar cotidiano de la ciudadanía: “el estudio del Derecho administrativo 
interesa no solamente a cuanto se proponen seguir ciertas carreras pro-
fesionales sino a todos los ciudadanos del Estado porque la organización 
administrativa los envuelve a todos en una estrecha y complicada red y 
es el medio por el cual ellos se ponen en relación con los poderes públi-
cos...”, añadiendo algunos ejemplos evidentes de esta proximidad diaria.

Este libro no deja de ser un espléndido y necesario puente entre las 
culturas jurídicas de habla hispana en los dos continentes. Algo de lo 
que la doctrina española empieza tardíamente a ocuparse con convicción 
e interés, como sucede con los estudios que en breve se publicarán en el 
marco del Proyecto “Espacios Jurídicos Transnacionales”, dirigido por la 
profesora Elisenda Malaret.

IV. OPORTUNIDAD Y ACIERTO DE ESTA GRAN OBRA.
En suma y finalmente sólo cabe congratularse de la publicación de 

este segundo volumen, fielmente construido desde las palabras de los 
grandes autores y anhelar la próxima aparición de un tercero que en bue-
na medida se promete en la propia obra. Rescatar lo que puede parecer el 
pasado y sin embargo son los cimientos y el debate que persiste en tantas 
materias en la actualidad, es un propósito muy loable frente a las frívo-
las construcciones que se creen rabiosamente novedosas pero que solo 
lo son para los que ignoran lo sucedido cuando menos desde hace dos 
siglos. Estamos pues ante un volumen que junto a su predecesor parece 
de tenencia obligada en toda biblioteca a la que importe la construcción 
del derecho público.
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